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INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 431 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES, SUSCRITA POR EL DIPUTADO JAVIER GONZÁLEZ ZEPEDA Y 

LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral I, fracción I, 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, el suscrito, diputado Javier González Zepeda, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXV legislatura de la 
Cámara de Diputados, a título personal y a nombre de las y los Diputados integrantes de mi 
Grupo Parlamentario, someto a consideración del pleno de esta soberanía, la presente 
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma el Artículo 431, Párrafo II, del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Lo anterior, debido a que contraviene al artículo 21, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en donde nos señala ȷue: ٹEl ejeȸcicio de la acción 
penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. La ley determinará los casos en 
ȷue los paȸticulaȸes podȸán ejeȸceȸ la acción penal ante la autoȸidad judicialٺ. Esto poȸȷue se 
considera que existen conductas delictivas en las que resulta pertinente conceder a los 
particular el ejercicio de la acción penal directamente ante el Juez de Control; sobre todo, en 
delitos contra el honor de las personas, de querella y de carácter patrimonial hasta cierto 
monto, es decir, resulta optativo para la victima u ofendido presentar su querella o denuncia 
ante el Ministerio Público para que este realice sus funciones constitucionales, 
constituyéndose como acusador coadyuvante o bien, ejercitar la acción penal en forma 
directa. En tenor de la siguiente exposición de motivos. 

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma 
constitucional en materia de justicia penal, con la cual se transformó transversalmente le 
sistema mexicano de seguridad y justicia en aras de garantizar el debido proceso, acceso a 
la justicia y tutela judicial efectiva a las víctimas u ofendidos de los injustos penales. 

Nuestro país, como Estado Democrático de Derecho, buscó asegurar la protección, 
asistencia y participación de las víctimas y/u ofendidos en el proceso penal mediante la 
adecuación de leyes a tratados internacionales signados y aprobados, la razón por la que se 
decidió incorporar la figura de la acción penal privada en el proceso penal mexicano, fue 
para contribuir en forma importante a elevar los niveles de acceso a la justicia en materia 
penal, y abrir un espacio para el control ciudadano sobre las funciones de procuraciones de 
justicia. 

Al instaurar en la ley fundamental la modalidad de ejercicio privado de la acción penal, 
procura dar más intervención a las víctimas u ofendidos, al darles un espacio que evite 
arbitrariedades y abusos del Ministerio Público, que en ocasiones no obstante tener 
suficientes elementos de prueba para ejercitar la acción, se niega a hacerlo. Ahora en los 
casos en que la ley lo establezca, las víctimas u ofendidos podrán acudir directamente ante 
Juez para ejercer la acción penal, sin necesidad de iniciar una averiguación previa en una 
agencia del Ministerio Público. 
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El Capítulo III del Título X del Segundo Libro del Código Nacional de Procedimientos Penales 
regula el denominado Procedimiento Especial de Acción Penal por Particular, el cual 
comprende del artículo 426 al 432. 

El artículo 426 del Código Nacional adjetivo de la materia señala que las victima u ofendidos 
podrán ejercer acción penal en los casos y conforme a los dispuesto por el mismo Código. 
Tal disposición conlleva que los presupuestos elementales para optar por esta novedosa 
figura jurídica son: ausencia de un interés público gravemente comprometido y el 
consentimiento de la o las víctimas de lo que entraña y condiciona el procedimiento 
especial por acción de particulares. El numeral 428 en su primer párrafo, del ordenamiento 
legal precitado, establecen los que la víctima u ofendido podrán ejercer la acción penal 
únicamente en los delitos perseguibles por querella, cuya penalidad sea alternativa, distinta 
a la privativa de la libertad o cuya penalidad máxima no exceda de tres años. 

El segundo párrafo del artículo 428 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece los requisitos que deberán de cumplir los particulares para poder acudir 
directamente ante el Juez de Control y ejercer acción penal directamente, estos son: que el 
particular cuente con datos que permitan establecer que se ha cometido un hecho que la 
ley señala como delito y exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en 
su comisión. En su párrafo tercero del numeral en cita, se establece que cuando en razón de 
la investigación del delito sea necesaria la realización de actos de molestia, ya sea que 
requieran control judicial o no, el Ministerio Público continuará la investigación y en su caso 
decidirá sobre el ejercicio de la acción penal. Al respecto y para mayor precisión, a 
continuación, se transcriben los artículos 251 y 252 del Código Nacional multicitado1 

 Actuaciones en la investigación ȷue no ȸeȷuieȸen autoȸización pȸevia del .׏5א Aȸtículoٹ
Juez de Control No requieren autorización del Juez de control los siguientes actos de 
investigación: 

I. La inspección del lugar del hecho o del hallazgo; 

II. La inspección de lugar distinto al de los hechos o del hallazgo; 

III. La inspección de personas; 

IV. La revisión corporal; V. La inspección de vehículos; 

VI. El levantamiento e identificación de cadáver; 

VII. La aportación de comunicaciones entre particulares; 

VIII. El reconocimiento de personas; 

IX. La entrega vigilada y las operaciones encubiertas, en el marco de una investigación y 
en los términos que establezcan los protocolos emitidos para tal efecto por el Procurador; 

X. La entrevista de testigos; 
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XI. Recompensas, en términos de los acuerdos que para tal efecto emite el Procurador, y 

XII. Las demás en las que expresamente no se prevea control judicial. 

En los casos de la fracción IX, dichas actuaciones deberán ser autorizadas por el Procurador 
o por el servidor público en quien éste delegue dicha facultad. Para los efectos de la fracción 
X de este artículo, cuando un testigo se niegue a ser entrevistado, será citado por el 
Ministerio Público o en su caso por el Juez de control en los términos que prevé el presente 
Código. 

Artículo 252. Actos de investigación que requieren autorización previa del Juez de control 
Con excepción de los actos de investigación previstos en el artículo anterior, requieren de 
autorización previa del Juez de control todos los actos de investigación que impliquen 
afectación a derechos establecidos en la Constitución, así como los siguientes: 

I. La exhumación de cadáveres; 

II. Las órdenes de cateo; 

III. La intervención de comunicaciones privadas y correspondencia; 

IV. La toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros 
análogos, cuando la persona requerida, excepto la víctima u ofendido, se niegue a 
proporcionar la misma; 

V. El reconocimiento o examen físico de una persona cuando aquélla se niegue a ser 
examinada, y 

VI. Las demás que señalen las leyes aplicables. 

Los artículos 429 y 430 del código adjetivo penal por su parte establece que los requisitos 
formales o materiales que deberá contener el escrito o querella que se presente ante el 
órgano jurisdiccional, mismo que deberá sustentarse en audiencia ante el Juez de Control. A 
continuación, se enlistan dichos requisitos: 

I. El nombre y el domicilio de la víctima u ofendido; 

II. Si la víctima o el ofendido son una persona jurídica, se indicará su razón social y su 
domicilio, así como el de su representante legal; 

III. El nombre del imputado y, en su caso, cualquier dato que permita su localización; 

IV. El señalamiento de los hechos que se consideran delictivos, los datos de prueba que los 
establezcan y determinen la probabilidad de que el imputado los cometió o participó en 
su comisión, los que acrediten los daños causados y su monto aproximado, así como 
aquellos que establezcan la calidad de víctima u ofendido; 
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V. Los fundamentos de derecho en que se sustenta la acción, y 

VI. La petición que se formula, expresada con claridad y precisión. En dicha petición 
además se deberá solicitar la orden de comparecencia en contra del imputado o su 
citación a la audiencia inicial y el reclamo de la reparación del daño. 

El numeral 431 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece las reglas para la 
admisión de la acción penal por particular. Una vez que se ha presentado ante el Juzgado 
de Control la petición, el Juez deberá señalar una audiencia en la que se constatará que se 
cumplen los requisitos formales y materiales para el ejercicio de la acción penal particular. 

De no cumplirse con alguno de los requisitos formales exigidos, el Juez de control 
prevendrá al particular para su cumplimiento dentro de la misma audiencia y de no ser 
posible, dentro de los tres días siguientes. De no subsanarse o de ser improcedente su 
pretensión, se tendrá por no interpuesta la acción penal y no podrá volver a ejercerse por 
parte del particular por esos mismos hechos. 

En caso de que se cumplan todos los requisitos formales, el Juez de control ordenará la 
citación del imputado a la audiencia inicial, apercibido que en caso de no asistir se ordenará 
su comparecencia o aprehensión, según proceda. El imputado deberá ser citado a la 
audiencia inicial a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a aquella en la 
que se fije la fecha de celebración de la misma. 

La audiencia inicial deberá celebrarse dentro de los cinco a diez días siguientes a aquel en 
que se tenga admitida la acción penal, informándole al imputado en el momento de la 
citación el derecho que tiene de designar y asistir acompañado de un Defensor de su 
elección y que de no hacerlo se le nombrará un Defensor público. 

El último artículo del capítulo concerniente a la acción penal por particular establece las 
reglas generales por las que debe ceñirse este procedimiento especial. 

En primer término, dispone que, si la víctima u ofendido decide ejercer la acción penal, por 
ninguna causa podrá acudir al Ministerio Público a solicitar su intervención para que 
investigue los mismos hechos. 

Respecto de la carga de la prueba, categóricamente se estipula que corresponde al 
particular acreditar la existencia del delito y la responsabilidad del imputado. También, 
como en todo sistema adversarial, contempla el principio conocido como de igualdad de 
armas pues las partes pueden aportar todo elemento de prueba con que cuenten e 
interponer los medios de impugnación que legalmente procedan. 

Para el caso que se dicte auto de vinculación a proceso y no se logre acuerdo reparatorio 
alguno, al concluir la etapa de investigación complementaria se deberá presentar la 
acusación, misma que deberá reunir todos los requisitos previstos para la acusación que 
presenta el Ministerio Público. 
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Durante la substanciación de la acción penal promovida por particulares, se deberá 
observar las reglas establecidas para el procedimiento ordinario, esto tiene especial 
relevancia en la etapa de juicio oral, en caso de que se llegue a esa etapa. Si bien la 
redacción del mismo no es la más apropiada, en este apartado se busca demostrar que 
limita gravemente el acceso a la justicia. Una vez que se presente la petición o querella se 
deberá señalar audiencia a celebrarse dentro de los cinco a diez días siguientes, una vez que 
se cuente con fecha, se deberá citar al imputado dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes, haciendo de su conocimiento el derecho con el que cuenta para designar 
libremente a un abogado o el derecho que también le asiste a contar con un defensor 
público y que para el caso de no asistir se ordenara su comparecencia o aprehensión. 

De acuerdo a la jurisprudencia por contradicción de tesis sustentada por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el hecho de que se le aperciba al imputado que 
de no comparecer se ordenará su aprehensión, es un acto que transgrede el derecho 
sustantivo a la libertad de ambulatoria de la persona apercibida, y por lo tanto se actualiza 
una afectación a dicha libertad; lo cual se traduce en un acto de imposible reparación 
susceptible de ser combatido a través del juicio de amparo indirecto, conforme a los 
artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Federal y 107, fracción V, de la Ley de 
Amparo vigente. 

Este resulta ser el primer inconveniente para lograr la comparecencia del imputado a la 
audiencia inicial. Para el caso, de que el imputado solicite los servicios profesionales de un 
defensor privado, existe una alta probabilidad, tomando en cuenta lo evidencia en la 
práctica judicial, que tal defensor en vez de aconsejar acudir a la audiencia inicial inicie una 
seria de artimañas retardatorias, como en el caso en estudio, la interposición de un juicio de 
amparo indirecto. 

Sin embargo, resulta más gravosa y por la tanto violatoria de derechos, tanto para la victima 
u ofendido, como para el propio imputado, que sea hasta la audiencia donde se verifiquen 
los requisitos formales y materiales para el ejercicio de la acción penal; y que tales 
deficiencias deberán ser subsanadas dentro de la misma audiencia o a más tardar dentro de 
los tres días siguientes. Para el imputado y la victima u ofendido, representa que por lo 
menos tendrán que acudir dos ocasiones en una semana laboral ante el órgano 
jurisdiccional; eso sin contar que alguna parte no asista y se le conceda un término para 
justificar fehaciente tal incomparecencia y se genere nueva audiencia. Ahora bien, la 
cuestión grave resulta de las consecuencias de no subsanar, en el término de tres días, las 
vicisitudes, ya sea respecto de los requisitos formales o materiales, pues se estipula que se 
tendrá por no interpuesta la acción penal y no se podrá volver a ejercerse por parte del 
particular por esos mismos hechos. 
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Por ya mencionado se considera viable la siguiente propuesta de reforma en el Título X, 
denominado ٹPȸocedimientos Especialesٺ, Capítulo III, Acción Penal Pȸivada, pȸecisamente 
en el artículo 431 párrafo segundo del Código Nacional de Procedimientos Penales, de esta 
manera se hace patente que la propuesta debe de incluirse en el ordinal que se analizó a fin 
de no dejar en estado de indefensión a las víctimas u ofendidos, toda vez que por una 
omisión del accionante privado, el Juez de Control declare que la acción privada, se tuvo 
como no interpuesta y en la que ya no se podrá volver a ejercitarse por los mismos hechos, 
dejando en completo desamparo a las accionantes y no se pueda acceder a una nueva 
oportunidad en de formular la imputación dentro del plazo propuesto. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a la soberanía la presente iniciativa con 
proyecto de: 

Decreto por el que se reforma el artículo 431, párrafo II, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales 

Artículo Único: reforma el artículo 431, párrafo II, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, para quedar como sigue: 

Artículo 431. Admisión 

 ...ٹ

De no subsanarse la omisión dentro del plazo indicado o de ser improcedente su 
pretensión, se tendrá por no interpuesta la acción penal por particular y quedaran a salvo 
sus derechos para perfeccionar su pretensión dentro de un plazo de seis meses, 
contados a partir de que se le declaró como no interpuesta. 

 ٺ......

Transitorio 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Notas 

1 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP_190221.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de febrero del 2023. 

Diputado Javier González Zepeda (rúbrica) 
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